Expediente AR-18/2009
LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje de derecho promovido por D. XXXXX y D. XXXXX, contra la entidad mercantil “XXXXX sobre impugnación de acuerdo de la Asamblea General de fecha 22 de agosto de 2008.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 30 de julio de 2009 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX y D. XXXXX, en la que, como pretensión principal, figuraba la impugnación de un acuerdo de la Asamblea General de fecha 22 de agosto de 2008 de la cooperativa “XXXXX”, referente a la venta de una casa propiedad de ésta, solicitando se declarase su nulidad. La demanda iba acompañada de diversa documentación que, una vez admitida como prueba, ha sido objeto de estudio a la hora de dictar el presente laudo. A la vez se proponía la práctica de varios medios probatorios, los cuales fueron declarados pertinentes.
SEGUNDO: Habiendo dado traslado a la demandada de la solicitud de arbitraje mencionada en el párrafo precedente, con fecha 8 de octubre de 2009 procedió a su contestación, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían, se acompañaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba y se solicitaba, además, la práctica de varios medios que se declararon en su momento pertinentes.
TERCERO: En fecha 5 de octubre de 2010 las partes implicadas comparecieron, previa convocatoria, en la sede de la Delegación Provincial de Empleo, Igualdad y Juventud en Toledo con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.

Comparecieron los demandantes personalmente, otorgando representación en ese instante a D. XXXXX, abogado, adscrito al Colegio de Abogados de Madrid con el número XXX. 

Por parte de la cooperativa compareció D. XXXXX, en representación que constaba acreditada mediante la aportación de copia del poder general para pleitos autorizado el 2 de octubre de 2009 por el notario de Madridejos, XXXX, con el número XXX de su protocolo.


En la referida comparecencia, por parte de los demandantes, se procedió a ratificar la pretensión recogida en la solicitud de arbitraje, es decir, que se declarase no ajustado a derecho el acuerdo por el que se declaró la venta de la casa propiedad de la cooperativa. 

Por parte de la cooperativa se ratificó íntegramente el contenido de la contestación a la demanda, reiterando la solicitud de práctica de la prueba propuesta en su día.
CUARTO: Nuevamente, con fecha 5 de noviembre de 2010, se convocó a las partes  para la celebración de una vista con el fin proceder a la práctica de la prueba propuesta.

En relación con los testigos propuestos por la parte demandante comparecieron D. XXXXX y D. XXXXX.

· D. XXXXX, a preguntas del letrado de los reclamantes, afirmó la recepción de la convocatoria para la celebración de una Asamblea General celebrada con fecha 31 de agosto de 2007, en la que asegura que se adoptó determinado acuerdo en relación con la venta de la casa. Asimismo afirma que en esa misma reunión el letrado de la cooperativa indicó que el acuerdo adoptado en la Asamblea de 15 de julio de 2007 en relación con la venta del inmueble era nulo. Por otra parte, el Letrado de la cooperativa, en el transcurso de esta prueba testifical,  renunció a su derecho a formular preguntas a D. XXXXX.
· D. XXXXX, del que es necesario reseñar que  es hermano de uno de los demandantes,  afirmó también que recibió convocatoria para una Asamblea a celebrar el 31 de agosto de 2007 y que en la misma se llegó a practicar votación respecto de la venta de la casa, siendo el resultado de 17 votos a favor y 17 en contra. A preguntas del letrado de la cooperativa señaló que, pese a no ostentar la condición de socio, compareció a la citada Asamblea en representación de su hija, que sí ostentaba tal condición.
Respecto de los testigos propuestos por la parte demandada tan sólo comparece D. XXXXX. A preguntas del letrado de la cooperativa afirmó que asistió a la Asamblea de 31 de agosto de 2007 y que en la misma no llegó a adoptarse ningún acuerdo respecto de la venta de la casa. Las respuestas del testigo a las preguntas del letrado de los demandantes carecen de trascendencia alguna a la hora de adoptar el presente laudo.

En relación con la prueba consistente en el interrogatorio del representante legal de la cooperativa, es necesario indicar en este momento que se produjo protesta formal por parte del letrado de los reclamantes al comparecer el vicepresidente y no el presidente de la cooperativa; no obstante, el árbitro que suscribe considera que las respuestas de aquél son suficientes para fundamentar de forma bastante el presente laudo, siendo innecesaria la práctica de diligencia adicional alguna. El vicepresidente en este acto afirmó que se la decisión de someter nuevamente a la Asamblea la venta de la cara era porque el orden del día de la reunión de 15 de julio de 2007 no figuraba correctamente redactado; no obstante también afirma que en la Asamblea de 31 de agosto de 2007 fue materialmente imposible proceder a la adopción de acuerdo alguno debido a los altercados y alteración del normal desarrollo del acto que se produjo. También añade que la casa aún no se ha vendido porque el Ayuntamiento de Camuñas no ha autorizado todavía una previa segregación de terrenos, según manifiesta, debido a la existencia de un escrito presentado por uno de los demandantes en las oficinas municipales. 
QUINTO: Abierto el plazo para la presentación de conclusiones, las mismas fueron presentadas por escrito tanto por la parte demandante como por la parte demandada con fecha  15 de noviembre de 2010 y 8 de noviembre de 2010, respectivamente.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 144 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.

Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, desarrollando el precepto citado anteriormente, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa.

SEGUNDO: Obligado es tratar en primer lugar si la demanda de arbitraje presentada puede o no ser considerada como extemporánea por haberse interpuesto fuera de plazo. Así lo alega la entidad cooperativa demandada en su escrito de contestación, y el hecho de tratarlo en este momento responde a que la propia naturaleza del concepto de caducidad de la acción que vamos a estudiar impide, de ser estimado, que se pueda entrar a valorar el fondo de la cuestión litigiosa que se plantea. 

Fue el Tribunal Supremo en Sentencia de 5 de Julio de 1957 el que afirmó que  la caducidad responde, de forma escrupulosa, a la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico. Dicho de otro modo, el efecto inmediato que se persigue con esta figura, que no es otro que la convalidación de los acuerdos por el transcurso del plazo de impugnación, descansa en la conveniencia de facilitar la certeza en las relaciones jurídicas de todo tipo, con el fin de evitar la perturbación tardía de las decisiones tomadas.


En relación con lo anterior, es evidente que las posibilidades de impugnación de acuerdos que contempla la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, no pueden persistir indefinidamente. Tal y como hemos comentado, es necesario poner término a las  situaciones de incertidumbre en el  ejercicio de los derechos, sobre todo porque en no pocas ocasiones nos encontramos ante situaciones que hacen presumir el abandono de esas facultades por parte de su titular (es esta última razón la que impide entrar a valorar el fondo del asunto si el plazo de caducidad se hubiera sobrepasado). En opinión del árbitro que suscribe, la inactividad o falta de ejercicio del derecho o de la acción de que se trate dentro del plazo concedido podría considerarse contrario al interés social, sobre todo si de ello extrae algún beneficio quien precisamente no hace ejercicio de esas facultades en el momento oportuno. De ese modo lo que se procura evitar la generación de situaciones de una clara y prolongada inseguridad jurídica. 
Dejado sentado lo anterior, tal y como se desprende de la propia Ley 20/2002, y más concretamente de su artículo 43.5, los plazos dispuestos lo son siempre de caducidad, debiéndose diferenciar –sin prejuzgar en la medida de lo posible el fondo del asunto- entre si lo que se trata de impugnar es un acuerdo de la Asamblea General contrario a la Ley, en cuyo caso la acción caduca al año, o bien nos encontramos ante un acto que simplemente se opone a lo dispuesto en los Estatutos o que lesiona en beneficio de uno o varios socios o terceros los intereses de la cooperativa, que disfruta de un plazo de impugnación de un mes. Centrándonos en el supuesto que nos ocupa, debe concluirse que la acción disfrutaba de un plazo de caducidad de un año, toda vez que de lo que se trata es de la impugnación de un acuerdo adoptado por la Asamblea General el 22 de agosto de 2008, fundamentando tal reclamación en que no se habían respetado los requisitos legales establecidos al efecto. En consecuencia, si tenemos en cuenta que la solicitud de arbitraje tuvo entrada el 30 de julio de 2009, tal y como consta en el sello estampado en la primera hoja de la demanda, ésta se interpuso objetivamente dentro del plazo de un año dispuesto legalmente, no pudiéndose calificar la misma como extemporánea.
TERCERO: Entrando a conocer el fondo del asunto, del contenido de la demanda se desprende que lo pretendido es la impugnación de un acuerdo adoptado en relación con el tercer punto del orden del día de la Asamblea de 22 de agosto de 2008, que se concretaba en la expresión “FORMALIZACIÓN DE LA VENTA DE LA CASA”. En principio es necesario decir que, precisamente con objeto de evitar que en lo sucesivo se vuelvan a producir situaciones litigiosas, sería conveniente que, a la hora de que el Consejo Rector confeccione el orden del día, los asuntos a tratar deberían figurar relacionados de forma clara, concreta y concisa, de modo que con una simple lectura del punto de que se trate sea fácil para los socios prever cuál va a ser el objeto del debate correspondiente. 

En relación con lo mencionado en el párrafo precedente es necesario afirmar que de la expresión “FORMALIZACIÓN DE LA VENTA DE LA CASA” no queda claro, en contra de lo que menciona la entidad cooperativa en la contestación a la demanda, si de lo que se trataba era de facilitar información sobre la situación en la que se encontraba la referida venta o, por el contrario, lo que se pretendía era someter nuevamente a la consideración de la Asamblea la necesidad o no de afrontar la venta del inmueble que nos ocupa. No obstante también hay que decir que esas dudas quedan aclaradas atendiendo al tenor literal del Acta levantada al efecto, y que consta en el preceptivo Libro de Actas y cuyo contenido no ha sido objeto de impugnación, en donde se constata que el 22 de agosto de 2008 no se produjo acuerdo ninguno en ese sentido, es decir, no se sometió a votación ni a criterio de la Asamblea ninguna decisión relativa al punto tercero del orden del día. En consecuencia, al no existir acuerdo asambleario que pueda ser objeto de impugnación –como así menciona la entidad cooperativa-, se deduce que el objetivo de este punto del orden del día era realmente facilitar información relativa a los trámites seguidos hasta esa fecha respecto de la venta del inmueble.
CUARTO: En otro orden de cosas, teniendo en cuenta los documentos aportados con la solicitud de arbitraje y con su contestación, así como una vez practicada la prueba propuesta y admitida, consta acreditado que con fecha 15 de julio de 2007 la cooperativa acordó la venta de la citada casa, figurando también el número de votos a favor y en contra de esa medida (22 votos a favor y 1 en contra). Este acuerdo, tal y como veremos más adelante, debe considerarse en la actualidad firme a todos los efectos.
Pese a lo indicado por la parte demandante tanto en la solicitud de arbitraje como en el escrito de conclusiones, no figura suficientemente probado que en la asamblea que, al parecer, se celebró el 31 de agosto de 2007 se dejara sin efecto lo acordado unas semanas antes. Ninguna de las  declaraciones testificales, precisamente por ser abiertamente contradictorias entre las efectuadas por los testigos de una parte y de la otra, pueden servir de base al presente laudo. Además, hay que tener en cuenta que de ninguno de los testigos tampoco puede deducirse la suficiente objetividad que permita fundamentar la resolución de este contencioso en alguno de sus testimonios; dicho de otro modo, el desarrollo de la prueba testifical no ha permitido dar más veracidad a las declaraciones de un testigo en concreto sobre los demás. Por tanto, el único material probatorio que puede ser tenido en cuenta para la resolución del presente asunto es el libro de actas, al que ha tenido acceso tanto la parte demandante como el árbitro que suscribe. 
En relación con lo anterior hay que decir que, una vez comprobado el contenido del libro de actas, no figura ninguna que corresponda a la Asamblea de 31 de agosto de 2007, sin que tampoco pueda afirmarse que el libro haya sido manipulado o corregido de alguna manera. Por tanto, si tenemos en cuenta que, a juicio del árbitro que suscribe, ninguno de los testimonios que obran en el expediente goza de la suficiente objetividad, no deben considerarse acreditados los acuerdos que la parte demandante afirma adoptados en esa reunión ni, en consecuencia, la celebración de una nueva votación respecto del asunto que nos ocupa. En cualquier caso lo que sí consta suficientemente probado es que esa Asamblea de 31 de agosto fue formalmente convocada y que, al menos, la misma dio comienzo en el día y hora señalados. Por tanto, si no existe constancia de lo allí acontecido es precisamente por la falta de redacción del preceptivo acta, obligación que el artículo 38.4 de la Ley de Cooperativas impone al Secretario del Consejo Rector.  Precisamente el incumplimiento de esta obligación de carácter formal podría haber acarreado en su momento –antes de que pudiera considerarse prescrita- la apertura del oportuno expediente sancionador al Secretario de la entidad, y así debería  hacerse cada vez que se constate que los libros sociales no se llevan con la debida diligencia. No puede servir como excusa que durante la Asamblea se produjeron diversos altercados o alteración del orden por parte de alguno de los socios, sobre todo si tenemos en cuenta que la propia Ley de Cooperativas, en su artículo 38.4, prevé la posibilidad de aprobar el acta que se levante dentro de los quince días siguientes a la celebración de la correspondiente Asamblea aunque, eso sí, contando con la preceptiva firma de dos socios nombrados por aquélla y que no formen parte del Consejo Rector.

En cualquier caso, centrándonos en el presente asunto, del examen del Libro de Actas se constata que en su páginas números 14 (vuelta) y 15 figura el acta nº 168 correspondiente a la Asamblea de 15 de julio de 2007, en la que se acordó la venta del inmueble; asimismo, en la página 15 (vuelta), consta el acta nº 169 correspondiente a la Asamblea de 20 de septiembre de 2007. Por tanto la inexistencia del acta de la asamblea de 31 de agosto de 2007, siendo ello absolutamente capital para tomar una decisión en el presente caso, impide que en este momento pueda considerarse revocado el acuerdo de la asamblea celebrada 15 de julio de 2007 por los motivos que se indican seguidamente. 
QUINTO: Pese a que en su adopción pudieran haberse cometido algunas irregularidades que hubieran acarreado la nulidad del acuerdo en el que se decidió la venta del inmueble que nos ocupa (se reitera que el mismo se adoptó en la Asamblea de 15 de julio de 2007), en la actualidad hay que considerarlo firme a todos los efectos debido a que, al no impugnarse en su momento, esos posibles defectos de que adolecía deben entenderse subsanados por el mero transcurso del tiempo (téngase en cuenta lo indicado en los tres primeros párrafos del Fundamento de Derecho Segundo del presente Laudo). En este sentido, no pueden concederse relevancia ni eficacia alguna a las opiniones vertidas en aquel entonces por el letrado de la entidad respecto a la posible nulidad del acuerdo adoptado, ya que es la propia Ley de Cooperativas la que regula el procedimiento a seguir en  los casos en los que se pretenda impugnar o declarar la nulidad de un determinado acuerdo, y esos trámites no se han llevado a cabo en el presente caso. Por el mismo motivo expuesto, tampoco son fácilmente entendibles las afirmaciones recogidas en el escrito de conclusiones aportado por la parte demandante al reconocer de forma expresa que “nunca se ha tratado de impugnar el acuerdo de venta que se adoptó en la junta de 15 de julio de 2007, pues el mismo era nulo de pleno derecho”. Tal y como se ha indicado anteriormente, es la propia Ley de Cooperativas de Castilla-La Mancha la que regula con detalle en su artículo 43 el procedimiento a seguir para impugnar y declarar los acuerdos nulos o anulables y, en el presente caso, no se ha tenido en cuenta.  
Por tanto, no puede accederse a lo solicitado en la demanda de arbitraje. Si tenemos en cuenta que el 22 de agosto de 2008, respecto del tercer punto del orden del día, la Asamblea no adoptó ni sometió a votación decisión alguna en relación con la venta de la casa sino que tan sólo se facilitó información relativa a los trámites seguidos hasta entonces, la demanda que ha sido objeto de estudio carece de objeto. Afirmar lo contrario supondría entrar a enjuiciar un acuerdo adoptado en julio de 2007, que adolecía de defectos que en su día podrían haber motivado su impugnación, pero que deben entenderse subsanados por el mero transcurso del tiempo.  
SEXTO: En cualquier caso conviene hacer una advertencia en último lugar: el que un asunto haya sido tratado y decidido en una Asamblea anterior no impide ni es obstáculo para que el mismo, si no ha sido aún ejecutado, pueda tratarse en un momento posterior si se considera oportuno o si se estima que las circunstancias que motivaron su adopción pudieran haber cambiado. El propio artículo 37.4 de la Ley 20/2002, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, impone al Consejo Rector la obligación de incluir en el orden del día de cada Asamblea General los asuntos que soliciten, entre otros, 50 socios o un número de ellos que representen el 10% del total de la cooperativa. 

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Desestimar la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX y D. XXXXX, contra la entidad mercantil “XXXXX” por los motivos indicados en los Fundamentos de Derecho del presente Laudo y declarar que, en la actualidad y previos los trámites legales oportunos, la referida cooperativa se encuentra facultada para proceder a la venta del inmueble sito en la C/ XXXXX de Camuñas. 

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, pudiendo ser anulado, por los motivos previstos en la Ley 60/2003, de Arbitraje, mediante el ejercicio de la correspondiente acción, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente a su notificación.
En Toledo, a 29 de noviembre de 2010
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
